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D.O. 51.241, febrero 28 de 2020
 
por medio de la cual se declara monumento nacional al templo de Nuestra Señora

del Rosario del municipio de Río de Oro, departamento del Cesar.

 

 El Congreso de Colombia
 

DECRETA:
 

Artículo  1o.  Declárase  Monumento  Nacional  el  templo  de  “Nuestra  Señora  del
Rosario”, ubicado en el municipio de Río de Oro, departamento del Cesar.
 
Artículo 2o. Autorícese al Gobierno nacional para que dentro de sus facultades
incluya las partidas necesarias para su remodelación, cuidado y conservación, en
la vigencia de las leyes de Presupuesto Nacional posteriores a la promulgación de
la presente ley.
 
Artículo 3o. Las partidas autorizadas y asignadas por el Gobierno nacional en las
leyes anuales del Presupuesto General de la Nación serán giradas al municipio de
Río de Oro, departamento del Cesar, y deberán ser administradas por una Junta de
Cuidado y Conservación del Monumento Nacional Templo de “Nuestra Señora del
Rosario”, que para efectos de esta ley se crea, y cuyo control fiscal lo ejercerá
la autoridad legal competente.
 
Artículo 4o. La Junta de Cuidado y Conservación prevista en el artículo anterior
estará conformada por:
 
1. El Alcalde del municipio de Río de Oro o su delegado.
 
2. El Párroco del Templo de Nuestra Señora del Rosario de la ciudad de Río de Oro
quien, además, será el Secretario de la Junta.
 
3. Un delegado de la Comunidad Estudiantil del municipio de Río de Oro elegido
por los colegios públicos y privados.
 
4. Un delegado de la Academia de Historia del departamento del Cesar elegido por
su mesa directiva.
 
5. El Gobernador del Cesar, o su delegado.
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Artículo 5o. A la entrada principal del Templo de “Nuestra Señora del Rosario” se
colocará una placa de mármol con el texto de la presente ley; el nombre de los
fundadores y gestores del templo, y el de los párrocos que a lo largo de su
historia lo han regentado.

 

 Artículo 6o.La presente ley rige a partir de su promulgación.

 

El Presidente del honorable Senado de la República,

 

Lidio Arturo García Turbay.

 

El Secretario General del honorable Senado de la República,

 

Gregorio Eljach Pacheco.

 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

 

Carlos Alberto Cuenca Chaux.

 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase

 

Dada en Bogotá, D. C., a 28 de febrero de 2020.



 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

 

La Ministra del Interior,

 

Alicia Arango Olmos.

 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 

Alberto Carrasquilla Barrera.

 

La Ministra de Educación Nacional,

 

María Victoria Angulo González.

 

La Ministra de Cultura,

 

Carmen Inés Vásquez Camacho.
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D.O. 51.240, febrero 27 de 2020

 
por la cual se adopta el Código de Integridad del Servicio Público Colombiano y

se dictan otras disposiciones.

 

 El Congreso de Colombia

 
DECRETA:

 
Artículo  1°.  Objeto.  La  presente  ley  tiene  como  objeto  la  adopción  e
implementación del Código de Integridad del Servicio Público Colombiano expedido
por el Departamento Administrativo de la Función Pública, por parte de todas las
entidades del Estado a nivel nacional y territorial y en todas las Ramas del
Poder Público, las cuales tendrán la autonomía de complementarlo respetando los
valores que ya están contenidos en el mismo.
 
Finalmente, se crea el Sistema Nacional de Integridad para articular todo lo
concerniente a la Integridad en el Servicio Público Colombiano.
 
Parágrafo. Por implementación del Código de Integridad del Servicio Público
Colombiano se entenderá la capacitación obligatoria de inducción para cualquier
cargo  del  Estado  y  en  cualquier  modalidad  contractual,  la  evaluación  y
seguimiento, la generación de indicadores que permitan verificar su cumplimiento,
la inclusión obligatoria del Código en los manuales de funciones y demás métodos,
planes y procedimientos que fortalezcan y promuevan la Integridad en el Servicio
Público.
 
Artículo 2°. Sistema Nacional de Integridad. Confórmese el Sistema Nacional de
Integridad  en  el  Servicio  Público  Colombiano,  el  cual  estará  a  cargo  del
Departamento Administrativo de la Función Pública y tendrá un Comité Coordinador
conformado por:
 
a) La Comisión Nacional de Moralización;
 
b) Las Comisiones Regionales de Moralización.
 
Artículo 3°. Funciones del Sistema Nacional de Integridad en el Servicio Público.
El Sistema Nacional de Integridad en el Servicio Público Colombiano tendrá, como
mínimo, las siguientes funciones:
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a) Establecer mecanismos de articulación y colaboración entre las entidades
nacionales y territoriales que adopten el Código de Integridad del Servicio
Público Colombiano;
 
b) Planear, definir y evaluar las medidas en materia de promoción y formación de
la Integridad en las entidades del Estado;
 
c) Difundir la Integridad en los sectores privados que se relacionan con el
servicio público;
 
d) Determinar los indicadores para la evaluación y seguimiento de la adopción y
la implementación del Código de Integridad del Servicio Público Colombiano;
 
e) Generar un sistema de seguimiento para que las entidades del Estado realicen
los reportes anuales con base en los indicadores mencionados en el literal d);
 
f) Promover la Integridad en el Servicio Público a través de los medios de
comunicación;
 
g) Desarrollar, en coordinación con la Escuela Superior de Administración Pública
(ESAP), estudios e investigaciones sobre la importancia de la Integridad en el
Servicio Público Colombiano.
 
Parágrafo. El Departamento Administrativo de la Función Pública junto con el
Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (MinTIC) se
encargarán de difundir de forma efectiva a la ciudadanía la labor del órgano
contemplado  en  el  artículo  2°  de  la  presente  Ley,  atendiendo  criterios  de
publicidad y transparencia.
 
Artículo  4°.  Vigencia.  La  presente  ley  rige  a  partir  de  la  fecha  de  su
publicación.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,
 

Lidio Arturo García Turbay.
 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
 

Carlos Alberto Cuenca Chaux.
 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase.



 

Dada en Bogotá, D. C., a 27 de febrero de 2020.

 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

 

La Ministra del Interior,

 

Alicia Arango Olmos.

 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 

Alberto Carrasquilla Barrera.

 

La Ministra de Educación Nacional,

 

María Victoria Angulo González.

 

La Ministra de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,

 

Sylvia Constaín Rengifo.

 

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

 

Fernando Antonio Grillo Rubiano.
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D.O. 51.213, enero 31 de 2020

 
por medio del cual se crea la Historia Clínica Electrónica

interoperable y se dictan otras disposiciones.
 

 El Congreso de Colombia
 

DECRETA:
 

CAPÍTULO I
 

Objeto, definiciones, diseño, implementación y administración,
sujetos obligados, custodia y guarda

 
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto regular
la  Interoperabilidad  de  la  Historia  Clínica  Electrónica
(IHCE), a través de la cual se intercambiarán los elementos de
datos  clínicos  relevantes,  así  como  los  documentos  y
expedientes clínicos del curso de vida de cada persona.
 
A través de la Historia Clínica Electrónica se facilitará,
agilizará y garantizará el acceso y ejercicio de los derechos
a la salud y a la información de las personas, respetando el
Hábeas Data y la reserva de la misma.
 
Parágrafo.  El  Ministerio  de  Salud  y  Protección  Social
reglamentará  los  datos  clínicos  relevantes.
 
Artículo 2°. Definiciones.
 
Historia  Clínica  Electrónica:  es  el  registro  integral  y
cronológico de las condiciones de salud del paciente, que se
encuentra contenido en sistemas de información y aplicaciones
de software con capacidad de comunicarse, intercambiar datos y
brindar herramientas para la utilización de la información
refrendada  con  firma  digital  del  profesional  tratante.  Su
almacenamiento, actualización y uso se efectúa en estrictas
condiciones  de  seguridad,  integridad,  autenticidad,



confiabilidad,  exactitud,  inteligibilidad,  conservación,
disponibilidad y acceso, de conformidad con la normatividad
vigente.
 
Interoperabilidad: capacidad de varios sistemas o componentes
para  intercambiar  información,  entender  estos  datos  y
utilizarlos. De este modo, la información es compartida y está
accesible desde cualquier punto de la red asistencial en la
que se requiera su consulta y se garantiza la coherencia y
calidad de los datos en todo el sistema, con el consiguiente
beneficio para la continuidad asistencial y la seguridad del
paciente.
 
Artículo  3°.  Ámbito  de  aplicación.  Los  Prestadores  de
Servicios de Salud estarán obligados a diligenciar y disponer
los datos, documentos y expedientes de la historia clínica en
la plataforma de interoperabilidad que disponga el Gobierno
nacional.
 
 
 
 El  Ministerio  de  Salud  y  Protección  Social  definirá  las
características,  los  términos  y  condiciones  para  la
interoperabilidad  de  los  elementos  de  datos,  documentos  y
expedientes  de  la  historia  clínica,  cumpliendo  con  los
lineamientos de la política de Gobierno Digital o aquella que
haga sus veces, la cual será establecida por el Ministerio de
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. El Archivo
General  de  la  Nación,  de  conformidad  con  las  normas
aplicables, reglamentará lo relacionado con los tiempos de
retención  documental,  organización  y  conservación  de  las
historias  clínicas.  De  igual  forma,  estará  en  cabeza  del
Ministerio de Salud y Protección Social definir los criterios
para exigir su respectiva implementación.
 
Parágrafo  1°.  El  Ministerio  de  Salud  y  Protección  Social
adoptará un plan de implementación de la Interoperabilidad de
la Historia Clínica Electrónica (IHCE) para el intercambio de
los datos clínicos relevantes, el cual deberá tener en cuenta
las condiciones específicas de los sujetos obligados. En todo
caso, el plazo máximo de implementación será de cinco (5)



años,  contados  a  partir  de  la  entrada  en  vigencia  de  la
presente  ley.  Esta  estrategia  obedecerá  a  criterios  de
interoperabilidad, privilegiando los datos, avances y sistemas
existentes en los distintos prestadores dentro del sistema de
salud, generando así un ahorro en la implementación de la
Interoperabilidad de la Historia Clínica Electrónica (IHCE).
En todo caso, facúltese al Ministerio de Salud y Protección
Social  para  definir  los  términos  de  implementación  de  la
interoperabilidad  de  los  documentos  y  expedientes  de  la
historia  clínica  electrónica  como  una  fase  superior  al
intercambio de datos clínicos relevantes.
 
Parágrafo  2°.  El  Ministerio  de  Salud  y  Protección  Social
definirá los criterios para exigir la Interoperabilidad de la
Historia  Clínica  Electrónica  como  criterio  de  habilitación
dentro del Sistema Único de Habilitación para Prestadores de
Servicios de Salud, en los términos de implementación al que
hace referencia el parágrafo 1° del presente artículo.
 
A  los  prestadores  de  servicios  de  salud  y  demás  personas
naturales o jurídicas que se relacionen con la atención en
salud exceptuados en el marco del artículo 279 de la Ley 100
de 1993, les aplicarán las disposiciones de la presente ley.
 
Artículo 4°. Reglamentación y administración. Los Ministerios
de  Salud  y  Protección  Social  y  el  de  Tecnologías  de  la
Información y las Comunicaciones, o aquellos que hagan sus
veces,  reglamentarán  el  modelo  de  Interoperabilidad  de  la
Historia  Clínica  Electrónica.  El  Ministerio  de  Salud  y
Protección Social administrará el modelo de Interoperabilidad
de la Historia Clínica Electrónica (IHCE) y el Ministerio de
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones será el
responsable de la administración de la herramienta tecnológica
de la plataforma de interoperabilidad.
 
Parágrafo.  El  modelo  de  Interoperabilidad  de  la  Historia
Clínica  Electrónica  deberá  ser  reglamentado  en  un  término
máximo de doce (12) meses, contados a partir de la entrada en
vigencia de la presente ley.
 
Artículo  5°.  Guarda  y  custodia.  Todos  los  prestadores  de



servicios de salud, públicos o privados, seguirán teniendo la
responsabilidad  de  la  guarda  y  custodia  de  las  historias
clínicas de las personas en sus propios sistemas tecnológicos
de acuerdo con las leyes vigentes sobre la materia. En todo
caso, también serán responsables de la guarda y custodia los
demás  actores  de  salud  involucrados  en  el  marco  de
interoperabilidad  de  la  historia  clínica  electrónica.
 
Parágrafo. El Ministerio de Salud y de la Protección Social,
reglamentará el acceso a la información por parte del personal
distinto al equipo de salud, en el marco de interoperabilidad
de la historia clínica electrónica, lo cual deberá garantizar
la privacidad y reserva de la historia clínica.
 

CAPÍTULO II
 

Titularidad
 

Artículo 6°. Titularidad. Cada persona será titular de su
Historia Clínica Electrónica, a la cual tendrán acceso, además
del titular, los sujetos obligados en el artículo 3° de la
presente ley, con el previo y expreso consentimiento de la
persona o paciente de acuerdo con la normatividad vigente.
 
Artículo 7°. Autorización a terceros. Solo la persona titular
de la Historia Clínica Electrónica podrá autorizar el uso por
terceros de la información total o parcial en ella contenida
de acuerdo con la normatividad vigente, salvo en los casos que
por  ley  no  sea  requerido  el  otorgamiento  de  dicha
autorización.
 

CAPÍTULO III
 

Contenido, gratuidad y autenticidad
 

Artículo 8°. Contenido. La Historia Clínica Electrónica deberá
contener los datos clínicos relevantes de la persona de forma
clara, completa y estandarizada con los más altos niveles de
confidencialidad.
 
Parágrafo  1°.  La  información  suministrada  en  la  Historia



Clínica Electrónica no podrá ser modificada sin que quede
registrada la modificación de que se trate, aún en el caso de
que ella tuviera por objeto subsanar un error.
 
En caso de ser necesaria la corrección de una información de
Historia Clínica Electrónica, se agregará el nuevo dato con la
fecha,  hora,  nombre  e  identificación  de  quien  hizo  la
corrección, sin suprimir lo corregido y haciendo referencia al
error que subsana.
 
Parágrafo 2°. Los sujetos obligados deberán consignar en la
Historia Clínica Electrónica Interoperable cualquier tipo de
lesión causada por sustancias o agentes químicos corrosivos a
la piel.
 
Artículo 9°. Gratuidad. Todo paciente tendrá derecho a que le
suministren  su  historia  clínica  por  cualquier  medio
electrónico por parte de los prestadores de servicios de salud
de forma gratuita, completa y rápida.
 
Artículo 10. Autenticidad. La Historia Clínica Electrónica se
presumirá auténtica de acuerdo con la normatividad vigente.
 

CAPÍTULO IV
 

Disposiciones generales
 

Artículo  11.  Reportes  obligatorios  de  salud  pública.  El
Ministerio  de  Salud  y  Protección  Social  articulará  la
información consignada en los reportes obligatorios de salud
pública con la Historia Clínica Electrónica.
 
Artículo 12. Prohibición de divulgar datos. Está prohibida la
divulgación de los datos de cualquier persona consignados en
la Historia Clínica Electrónica por parte de quien hubiere
tenido  acceso  a  esta  información,  teniendo  en  cuenta  la
normatividad vigente.
 
Parágrafo  1°.  Para  los  profesionales  de  la  salud  y  los
servidores públicos, la divulgación de la información de que
trata  el  presente  artículo  constituirá  falta  gravísima  de



acuerdo con la Ley 1952 de 2019 y la Ley 23 de 1981, o normas
que la modifiquen, complementen o sustituyan.
 
Parágrafo 2°. Las EPS y las IPS responsables del manejo de la
información  no  podrán  divulgar  los  datos  por  ellos
administrados  sin  autorización  expresa  de  la  persona.
 
Artículo  13.  Seguridad  de  la  información  y  seguridad
digital. Los actores que traten información en el marco del
presente título deberán establecer un plan de seguridad y
privacidad de la información, seguridad digital y continuidad
de la prestación del servicio, para lo cual establecerán una
estrategia a través de la cual deberán realizar periódicamente
una evaluación del riesgo de seguridad digital, que incluya
una identificación de las mejoras a implementar en su Sistema
de Administración del Riesgo Operativo.
 
Para  lo  anterior,  deberán  contar  con  normas,  políticas,
procedimientos, recursos técnicos, administrativos y humanos
necesarios para gestionar efectivamente el riesgo mediante la
adopción de los lineamientos para la administración de la
seguridad de la información y la seguridad digital que emita
el  Ministerio  de  Tecnologías  de  la  Información  y  las
Comunicaciones,  o  quien  haga  sus  veces.  Lo  anterior,
incluyendo lo señalado por la Ley 1581 de 2012 de Hábeas Data
y Ley 527 de 1999 de Comercio Electrónico, o las normas que
las modifiquen, sustituyan o complementen.
 
Artículo 14. Financiación. El Gobierno nacional y los demás
agentes del sistema que intervengan en la IHCE concurrirán en
la  financiación  para  la  implementación  de  los  mecanismos
necesarios que garanticen el funcionamiento continuo, oportuno
y accesible de la IHCE.
 
Artículo 15. Organización y manejo del archivo físico de las
historias clínicas. El Archivo General de la Nación junto con
el Ministerio de Salud y Protección Social reglamentarán lo
relacionado con los tiempos de retención, organización, así
como la conservación de los documentos y el expediente de la
historia clínica física o electrónica, en concordancia con la
normatividad que rija la materia.



 
Artículo  16.  Vigencia.  La  presente  ley  rige  desde  su
promulgación y deroga las normas que le sean contrarias.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,
 

Lidio Arturo García Turbay.
 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
 

Carlos Alberto Cuenca Chaux.
 

El Secretario General de la honorable Cámara de
Representantes,

 
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 
Publíquese y cúmplase.

 
Dada en Bogotá, D. C., a 31 de enero de 2020.

 
IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

 
La Ministra del Interior,

 
Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.

 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 
Alberto Carrasquilla Barrera.

 
La Ministra de Justicia y del Derecho,

 
Margarita Leonor Cabello Blanco.

 



El Viceministro de Salud Pública y Prestación de Servicios,
encargado de las funciones del empleo de Ministro de Salud y

Protección Social,
 

Iván Darío González Ortiz.
 

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,
 

José Manuel Restrepo Abondano.
 

El Viceministro de Conectividad y Digitalización del
Ministerio de Tecnologías de la Información y las

Comunicaciones, encargado de las funciones del Despacho de la
Ministra de Tecnologías de la Información y las

Comunicaciones,
 

Iván Antonio Mantilla Gaviria.
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por medio de la cual se regulan las sanciones para condenados por corrupción y

delitos contra la Administración pública, así como la cesión unilateral

administrativa del contrato por actos de corrupción y se dictan otras

disposiciones.

 

El Congreso de Colombia

 

DECRETA:

 

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto adoptar medidas para la

sanción efectiva de los delitos cometidos contra la Administración pública, la

administración de justicia y que afecten el patrimonio del Estado, a través de la

eliminación  de  beneficios  penales  y  de  la  modificación  del  régimen  de

inhabilidades para contratar con el Estado cuando se demuestra la comisión de

actos  de  corrupción.  Lo  anterior,  con  el  fin  de  garantizar  el  principio

constitucional de igualdad y transparencia.

 

Artículo 2º. Inhabilidad para contratar. Modifíquese el literal j) del numeral 1

del artículo 8º de la Ley 80 de 1993, el cual quedará así:

 

j) Las personas naturales que hayan sido declaradas responsables judicialmente

por la comisión de delitos contra la Administración pública, o de cualquiera de

los  delitos  o  faltas  contempladas  por  la  Ley  1474  de  2011  y  sus  normas

modificatorias o de cualquiera de las conductas delictivas contempladas por las

convenciones o tratados de lucha contra la corrupción suscritos y ratificados por

Colombia, así como las personas jurídicas que hayan sido declaradas responsables

administrativamente por la conducta de soborno transnacional.

 

Esta inhabilidad procederá preventivamente aún en los casos en los que esté

pendiente la decisión sobre la impugnación de la sentencia condenatoria.

 

Asimismo, la inhabilidad se extenderá a las sociedades de las que hagan parte

dichas personas en calidad de administradores, representantes legales, miembros

de junta directiva o de socios controlantes, a sus matrices y a sus subordinadas,

a  los  grupos  empresariales  a  los  que  estas  pertenezcan  cuando  la  conducta

delictiva haya sido parte de una política del grupo y a las sucursales de



sociedades extranjeras, con excepción de las sociedades anónimas abiertas.

 

También se considerarán inhabilitadas para contratar, las personas jurídicas

sobre las cuales se haya ordenado la suspensión de la personería jurídica en los

términos de ley, o cuyos representantes legales, administradores de hecho o de

derecho, miembros de junta directiva o sus socios controlantes, sus matrices,

subordinadas  y/o  las  sucursales  de  sociedades  extranjeras,  hayan  sido

beneficiados con la aplicación de un principio de oportunidad por cualquier

delito contra la Administración pública o el patrimonio del Estado.

 

La inhabilidad prevista en este literal se extenderá de forma permanente a las

sociedades de las que hagan parte dichas personas en las calidades presentadas en

los incisos anteriores, y se aplicará de igual forma a las personas naturales que

hayan sido declaradas responsables judicialmente por la comisión de delitos

mencionados en este literal.

 

Artículo 3°. Adiciónese un parágrafo 3º al artículo 8º de la Ley 80 de 1993, que

trata sobre las inhabilidades e incompatibilidades para contratar con el Estado,

el cual quedará así:

 

(…)

 

Parágrafo  3º.  Las  inhabilidades  e  incompatibilidades  contempladas  en  este

artículo se aplicarán a cualquier proceso de contratación privada en el que se

comprometan recursos públicos.

 

Artículo 4º. Modifíquese el artículo 38G de la Ley 599 de 2000, el cual quedará

así:

 

Artículo 38G. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el

lugar de residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la

condena y concurran los presupuestos contemplados en los numerales 3 y 4 del

artículo 38B del presente código, excepto en los casos en que el condenado

pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en que fue

sentenciado por alguno de los siguientes delitos del presente código: genocidio;

contra  el  derecho  internacional  humanitario;  desaparición  forzada;  secuestro



extorsivo; tortura; desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de

edad para la comisión de delitos; tráfico de migrantes; trata de personas;

delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales; extorsión; concierto

para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de

funciones  públicas  con  fines  terroristas;  financiación  del  terrorismo  y  de

actividades  de  delincuencia  organizada;  administración  de  recursos  con

actividades terroristas y de delincuencia organizada; financiación del terrorismo

y  administración  de  recursos  relacionados  con  actividades  terroristas;

fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso

privativo  de  las  fuerzas  armadas  o  explosivos;  delitos  relacionados  con  el

tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados en el artículo 375 y el inciso

2º del artículo 376; peculado por apropiación; concusión; cohecho propio; cohecho

impropio; cohecho por dar u ofrecer; interés indebido en la celebración de

contratos;  contrato  sin  cumplimientos  de  requisitos  legales;  acuerdos

restrictivos de la competencia; tráfico de influencias de servidor público;

enriquecimiento  ilícito;  prevaricato  por  acción;  falso  testimonio;  soborno;

soborno en la actuación penal; amenazas a testigo; ocultamiento, alteración o

destrucción  de  elemento  material  probatorio;  en  los  delitos  que  afecten  el

patrimonio del Estado.

 

Parágrafo. Los particulares que hubieran participado en los delitos de peculado

por apropiación, concusión, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por dar u

ofrecer,  interés  indebido  en  la  celebración  de  contrato,  contrato  sin

cumplimiento de requisitos legales, acuerdos restrictivos de la competencia,

tráfico de influencias de servidor público, enriquecimiento ilícito, prevaricato

por acción, falso testimonio, soborno, soborno en la actuación penal, amenaza a

testigos, ocultamiento, alteración, destrucción material probatorio, no tendrán

el beneficio de que trata este artículo.

 

Artículo 5º. Detención y reclusión efectiva. Adiciónese un parágrafo al artículo

29 de la Ley 65 de 1993, el cual quedará así:

 

Artículo 29. Reclusión en casos especiales. Cuando el hecho punible haya sido

cometido  por  personal  del  Instituto  Nacional  Penitenciario  y  Carcelario,

funcionarios y empleados de la Justicia Penal, Cuerpo de Policía Judicial y del

Ministerio Público, servidores públicos de elección popular, por funcionarios que

gocen  de  fuero  legal  o  constitucional,  ancianos  o  indígenas,  la  detención



preventiva se llevará a cabo en establecimientos especiales o en instalaciones

proporcionadas por el Estado. Esta situación se extiende a los exservidores

públicos respectivos.

 

La autoridad judicial competente o el Director General del Instituto Nacional

Penitenciario y Carcelario, según el caso, podrá disponer la reclusión en lugares

especiales, tanto para la detención preventiva como para la condena, en atención

a  la  gravedad  de  la  imputación,  condiciones  de  seguridad,  personalidad  del

individuo, sus antecedentes y conducta.

 

También procederá la reclusión en establecimiento o pabellón especial cuando se

haya  ordenado  el  arresto  de  fin  de  semana,  el  arresto  ininterrumpido,  el

cumplimiento de fallos de tutela que impliquen privación de la libertad superior

a diez (10) días y las privaciones de la libertad a las que se refiere el inciso

cuarto del artículo 28 de la Constitución Política.

 

Parágrafo 1º. Las entidades públicas o privadas interesadas podrán contribuir a

la construcción de los centros especiales. En el sostenimiento de dichos centros,

podrán participar entidades públicas y privadas sin ánimo de lucro.

 

Parágrafo 2º. Lo dispuesto en el inciso 2º, en ningún caso aplicará a los

servidores o ex servidores públicos condenados por cometer delitos de peculado

por apropiación, concusión, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por dar u

ofrecer,  interés  indebido  en  la  celebración  de  contratos,  contrato  sin

cumplimientos de requisitos legales, acuerdos restrictivos de la competencia,

tráfico de influencias de servidor público, enriquecimiento ilícito, prevaricato

por acción, falso testimonio, soborno, soborno en la actuación penal, amenazas a

testigo, ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material probatorio,

o delitos que atenten el patrimonio del Estado, quienes deberán ser recluidos en

pabellones  especiales  para  servidores  públicos  dentro  del  respectivo

establecimiento  penitenciario  o  carcelario.

 

Artículo 6°. Inhabilidad sobreviniente. Modifíquese el artículo 9º de la Ley 80

de 1993, el cual quedará así:

 

Artículo 9º. De las inhabilidades e incompatibilidades sobrevinientes. Si llegare



a sobrevenir inhabilidad o incompatibilidad en el contratista, este cederá el

contrato previa autorización escrita de la entidad contratante o, si ello no

fuere posible, renunciará a su ejecución.

 

Cuando la inhabilidad o incompatibilidad sobrevenga en un proponente dentro de un

proceso de selección, se entenderá que renuncia a la participación en el proceso

de selección y a los derechos surgidos del mismo.

 

Si la inhabilidad o incompatibilidad sobreviene en uno de los miembros de un

consorcio o unión temporal, este cederá su participación a un tercero previa

autorización escrita de la entidad contratante. En ningún caso podrá haber cesión

del contrato entre quienes integran el consorcio o unión temporal.

 

Parágrafo  1º.  Cuando  la  inhabilidad  sobreviniente  sea  la  contemplada  en  el

literal j) del numeral 1 del artículo 8º de la Ley 80 de 1993, o cuando

administrativamente se haya sancionado por actos de corrupción al contratista, no

procederá la renuncia del contrato a la que se refiere este artículo. La entidad

estatal ordenará mediante acto administrativo motivado la cesión unilateral, sin

lugar a indemnización alguna al contratista inhábil.

 

Para el caso de cesión, será la entidad contratante la encargada de determinar el

cesionario del contrato.

 

Parágrafo 2º. El Gobierno nacional reglamentará el procedimiento de la cesión del

contrato de que trata este artículo, en término no mayor a seis (6) meses.

 

Artículo 7º. Adiciónese el artículo 17B a la Ley 80 de 1993, el cual será del

siguiente tenor:

 

Artículo 17B. Efectos de la sentencia judicial por actos de corrupción. Una vez

en firme y ejecutoriada la sentencia judicial que determina la comisión de

delitos  contra  la  Administración  pública  o  de  cualquiera  de  los  delitos

contemplados en el literal j) del artículo 8º de la Ley 80 de 1993, se hará

exigible por parte de la Administración la cláusula penal pecuniaria.

 

Artículo 8º. Adiciónese un nuevo artículo 9A a la Ley 80 de 1993, el cual será

del siguiente tenor:



 

Artículo 9A. Efectos de la declaratoria de cesión unilateral del contrato. En

firme el acto administrativo que ordena la cesión unilateral del contrato por

actos de corrupción. La entidad que la haya declarado deberá compulsar copias a

las autoridades fiscales, disciplinarias y penales para las investigaciones de su

competencia.

 

Artículo 9º. Los condenados por corrupción de acuerdo con lo estipulado en la

presente Ley no podrán ejercer la cátedra en colegios ni en instituciones de

educación superior oficiales.

 

Artículo  10.  Vigencia.  La  presente  ley  rige  hacia  futuro  a  partir  de  su

promulgación, respetando el principio de irretroactividad de la ley penal y

deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

 

El Presidente del Honorable Senado de la República,

 

Lidio Arturo García Turbay

 

El Secretario General del Honorable Senado de la República,

 

Gregorio Eljach Pacheco

 

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,

 

Carlos Alberto Cuenca Chaux

 

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,



 

Jorge Humberto Mantilla Serrano

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase.

 

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2019.

 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

 

El Viceministro de Relaciones Políticas del Ministerio del Interior, Encargado de

las Funciones del Despacho de la Ministra del Interior,

 

Daniel Andrés Palacios Martínez

 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 

Alberto Carrasquilla Barrera

 

La Ministra de Justicia y del Derecho,

 

Margarita Leonor Cabello Blanco

 

El Director del Departamento Nacional de Planeación,



 

Luis Alberto Rodríguez Ospino.

 


